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1. LA POLÍTICA DE AYUDAS DE ESTADO DE LA UNIÓN EUROPEA 
 
Los propios Tratados Constitutivos en su artículo 2 fijaron como objetivo la 
consecución de un mercado interior competitivo y abierto que garantizara que las 
empresas compitieran en este espacio con sus propias fuerzas. Por este motivo, los 
instrumentos de la política de competencia prohíben, sancionan e impiden conductas 
anticompetitivas y ayudan a suprimir los obstáculos de la competencia. 
 
En este contexto, las ayudas de Estado pueden ser un obstáculo importante para 
la competencia. Cuando sirven para salvar empresas en crisis, las ayudas estatales 
pueden falsear gravemente la competencia e impedir que prevalezca el principio de 
igualdad de condiciones en el mercado interior. Hay abundantes pruebas de que los 
Estados miembros frecuentemente subvencionan industrias de manera ineficaz y no dan 
una respuesta adecuada a las ineficiencias del mercado en campos como la I+D, la 
formación, la innovación y el capital riesgo. Un control efectivo de las ayudas estatales, 
utilizando criterios económicos adecuados, permite evitar que tales medidas falseen la 
competencia en el mercado interior. 
 
La política de concesión de ayudas por parte de los Estados miembros es un 
reducto del neoproteccionismo que constituye una auténtica amenaza para el Mercado 
común y no es sino un instrumento del moderno intervencionismo económico que se 
sirve de las ayudas económico financieras para favorecer determinados sectores 
productivos o determinadas empresas. 
 
La política sobre ayudas estatales es parte integrante de la política de la 
competencia y, por lo tanto, una de las políticas comunitarias que ejerce mayor 
influencia en la marcha de la economía. La política de competencia se basa en la idea de 
que una economía de mercado constituye la mejor garantía para mejorar las condiciones 
de vida en la Unión Europea en beneficio de los ciudadanos. 
 
En la actualidad, la normativa específica sobre competencia recogida en el 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (en adelante, TFUE) se encuentra 
recogida en los artículos 107 a 109, aunque también es posible encontrar referencias a 
esta materia en otros preceptos. Estas disposiciones de derecho originario han sido 
desarrolladas por abundante normativa de derecho derivado. 
 
Esta normativa comunitaria tiene como lejano antecedente a la normativa 
antitrust aplicable en los Estados Unidos, cuyo origen data de finales del siglo XIX, y, 
como antecedente más cercano, a la normativa alemana sobre competencia, recogida 
por primera vez en la Ordenanza contra el abuso de las posiciones de poder económico 
de 2 de noviembre de 1923. 
 
Pero volviendo a la regulación contenida en el TFUE, debemos precisar que no 
está prevista una definición de ayuda de Estado, no obstante, el artículo 107 TFUE nos 
ofrece una idea de qué debe entenderse por ayuda de Estado, pues recoge  una serie de 
condiciones o requisitos que una ayuda otorgada por un Estado debe reunir para ser 
considerada una ayuda de Estado incompatible con el mercado común.  
 
Este precepto ha establecido el principio general de incompatibilidad de las 
ayudas estatales con el mercado común, estableciendo un sistema de control, basado en 
un sistema de autorización previa, que descansa en los poderes de la Comisión y, 
excepcionalmente, del Consejo. El propio Tratado contempla explícitamente 
excepciones a la prohibición de conceder ayuda estatal cuando los regímenes de ayuda 
propuestos puedan tener consecuencias beneficiosas en términos generales para la 
Unión. 
 
Por su parte, el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas se ha 
pronunciado en muchas ocasiones a lo largo de los años sobre las ayudas estatales, 
elaborando una auténtica legislación basada en casos concretos y estableciendo una 
jurisprudencia con directrices coherentes y muy detalladas. 
 
El artículo 107 TFUE es completado con un sistema de derogaciones y 
excepciones y presenta un planteamiento amplio del concepto de ayuda de Estado, pero 
sin definirla de manera clara y concisa. 
 
De la dicción del apartado 1 de este precepto se pueden extraer los requisitos 
que, en caso de cumplirse, determinarán la prohibición de la ayuda de Estado, los cuales 
son: 
 
1) Los recursos que constituyen la ayuda de Estado deben tener un origen 
estatal. De este primer requisito se derivan dos exigencias. La primera de ellas, que el 
ente concedente debe ser un Estado, entendiendo el término Estado de una manera 
amplia, dando cabida a todos los órganos e instituciones estatales, a entes e instituciones 
públicas distintas del gobierno central, a instituciones, órganos y personas cuya 
actividad pueda ser imputada directa o indirectamente al Estado e incluso, en 
determinadas circunstancias especiales, a empresas privadas. La segunda de las 
exigencias cuyo cumplimiento es imprescindible para apreciar la existencia de una 
ayuda de Estado consiste en que los fondos con los que se financia la medida tengan un 
origen estatal, llevándose a cabo igualmente una interpretación amplia de este concepto. 
 
2) La ayuda en cuestión debe beneficiar a determinadas empresas únicamente, es 
decir, es requisito indispensable que se pueda predicar la selectividad de dicha medida. 
De este segundo requisito se deriva que el beneficiario de la ayuda debe ser una 
empresa, entendiendo por tal cualquier entidad que ofrezca bienes o servicios en un 
determinado mercado, con independencia de su estatuto jurídico y de su forma de 
financiación. Por lo que se refiere al carácter selectivo de la medida, para que una 
determinada medida sea considerada contraria al mercado común, se exige que 
favorezca únicamente a determinadas empresas de un sector, frente al resto de empresas 
de ese sector que no se ven favorecidas por dicha medida y quedan, por tanto, en peor 
situación. 
 
3) Se exige que la empresa en cuestión obtenga una ventaja o beneficio 
económico, esto es, la medida en cuestión debe suponer un alivio de las cargas que 
normalmente recaen sobre el presupuesto de una empresa, con independencia de la 
forma que revista esta medida, pudiendo consistir la ayuda de Estado en una 
subvención, en la concesión de un crédito blando, la renuncia efectiva a los créditos 
públicos, un beneficio fiscal o cualquier otra medida de naturaleza tributaria, … 
 
4) Es necesario que dicha ayuda falsee o amenace falsear la competencia y que 
repercuta en los intercambios comerciales entre los Estados miembros, esto es, se exige 
la incompatibilidad de esta ayuda con el mercado común. Esta incompatibilidad exige 
que los intercambios comerciales entre Estados miembros se vean afectados y, segundo, 
que falseen o que amenacen falsear la competencia. 
 
Como ha reconocido el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en adelante, 
TJUE) en numerosas ocasiones la calificación de una ayuda como ayuda de Estado 
requiere el cumplimiento de todos los requisitos del artículo 107.1 del TFUE. Dichos 
requisitos son, a su vez, imprecisos, por lo que la labor interpretativa de los órganos 
comunitarios y, en especial, la del TJUE es imprescindible para el correcto análisis de 
esta figura. 
 
La concesión de una ayuda de Estado por los poderes públicos no significa 
automáticamente una violación del régimen de competencia, pues una determinada 
medida podrá o no caer dentro del ámbito de aplicación de las ayudas de Estado en 
función del cumplimiento de los requisitos que acabamos de comentar. 
 
 
2. LAS AYUDAS DE ESTADO DE CARÁCTER FISCAL. ESPECIAL 
REFERENCIA A LAS MEDIDAS ADOPTADAS POR ENTES 
TERRITORIALES Y A LA DOCTRINA DEL TJUE EN EL CASO AZORES. 
 
Como acabamos de comentar, debemos interpretar el concepto de ayuda de 
Estado de manera amplia y no debemos identificarlo exclusivamente con la figura de la 
subvención, pues el concepto de ayuda de Estado es más amplio que el de subvención 
ya que comprende no sólo las prestaciones positivas, como, por ejemplo, las propias 
subvenciones, sino también las intervenciones estatales que, bajo formas diversas, 
alivian las cargas que normalmente recaen sobre el presupuesto de una empresa y que, 
por ello, sin ser subvenciones en el sentido estricto del término, son de la misma 
naturaleza y tienen efectos idénticos. 
 
Así pues, las ayudas de Estado pueden revestir la forma de medidas fiscales, lo 
que supone una reducción de ingresos fiscales, esto es, que debido a la multitud de 
formas que, como acabamos de exponer, pueden revestir las ayudas de Estado, éstas 
pueden consistir bien en un gasto público, como sería el caso de las ayudas de Estado en 
forma de subvenciones, consistente en una erogación de caudales públicos a fondo 
perdido, o bien pueden consistir en un no ingreso de determinadas cantidades que se 
deberían haber ingresado, como sucede en los casos en los que el Estado (entendido en 
sentido amplio) concede una exención, una reducción de tipos, una bonificación, etc… 
En estos casos estaremos ante lo que la doctrina hacendística ha venido a denominar un 
«gasto fiscal». 
 
Las ayudas de Estado de carácter fiscal presentan una singular complejidad en 
relación con el cumplimiento del segundo requisito arriba enunciado, esto es, en 
relación a la selectividad de la medida pues, en ocasiones, resulta especialmente 
dificultoso diferenciar entre medidas generales y selectivas. 
 
Dos son las cuestiones que aportan mayor dificultad al análisis. De un lado, la 
justificación de la selectividad de la medida por la naturaleza y estructura del sistema 
tributario y, de otro lado, la problemática que encierra el examen de selectividad de las 
medidas fiscales adoptadas por una entidad territorial. 
 
Respecto de la primera de estas cuestiones, cabe afirmar que, según la 
jurisprudencia1, los tratos diferenciados en materia fiscal pueden no ser considerados 
selectivos, aunque de hecho favorezcan a determinadas empresas o sectores de 
actividad, siempre que cumplan con la condición de responder a exigencias relativas a la 
lógica del sistema tributario y no simplemente a finalidades generales o a los objetivos 
perseguidos por el Estado al adoptar la medida en cuestión. Esto es, como afirma el TPI, 
“La justificación basada en la naturaleza o la economía del sistema fiscal hace 
referencia a la coherencia de una medida fiscal con la lógica interna del sistema fiscal 
en el que se enmarca”2. 
 
En relación con la prueba de que una medida fiscal responde a la naturaleza o 
estructura del sistema fiscal de un Estado miembro, El TJUE afirma que debe ser 
aportada por el Estado miembro afectado3. Asimismo el Estado miembro en cuestión 
deberá probar este extremo demostrando que dicha medida “se deriva directamente de 
                     
1 Sentencia del TJCE de 20 de septiembre de 2001, Banks, Asunto C-390/98, apartado 80. 
2 Sentencias del TPI de 6 de marzo de 2002, Diputación Foral de Álava y otros contra Comisión, Asuntos 
acumulados T-127/99, T-129/99 y T-148/99, apartado 164 y de 23 de octubre de 2002, Diputación Foral 
de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya contra Comisión, Asuntos Acumulados T-346/99, T-347/99 y T-348/99, 
apartado 59. 
3 Véase Sentencia del TJCE de 6 de septiembre de 2006, República Portuguesa contra Comisión, Asunto 
C-88/03, apartado 80. 
los principios fundadores o rectores de su sistema fiscal”4. 
 
En relación con la segunda de las cuestiones controvertidas que habíamos 
avanzado, resulta palmario que en ocasiones pueden surgir problemas cuando entidades 
de carácter infraestatal (regiones, municipios, provincias, Comunidades Autónomas, 
Länder, …) tienen atribuida competencias normativas para establecer y aplicar medidas 
fiscales que, obviamente y debido al hecho de que su competencia se ve limitada por el 
principio de territorialidad, resultan aplicables únicamente al territorio de dicho ente 
infraestatal sin ser de aplicación al resto del territorio estatal. En estos casos es 
pertinente plantearse si dichas medidas que sólo se aplican a un determinado ámbito 
geográfico tienen o no carácter selectivo. Si la respuesta a esta pregunta es positiva, la 
consecuencia sería privar automáticamente por la vía de la aplicación de la normativa 
sobre ayudas de Estado a los entes infraterritoriales de cualquier posibilidad de adoptar 
normas en materia fiscal. 
 
El quid de la cuestión radica en el hecho de que una medida fiscal adoptada por 
un ente territorial no se aplique a todo el territorio del Estado miembro, puede ser 
considerado suficiente para apreciar la existencia de la nota de selectividad en dicha 
medida. De hecho, esta ha venido siendo la postura de la Comisión en estos casos, quien 
se muestra muy crítica con las políticas de incentivos fiscales de los Estados miembros 
descentralizados, al considerar selectiva una medida fiscal por el mero hecho de no 
aplicarse a la totalidad del territorio del Estado en cuestión. El TJUE había venido 
respaldando, hasta fechas recientes, con sus pronunciamientos la postura de la 
Comisión. Estas interpretaciones automatistas daban lugar a situaciones problemáticas 
que se producían en aquellos supuestos en los que la entidad territorial se negaba a 
eliminar o corregir la medida fiscal selectiva constitutiva de ayuda de Estado y el Estado 
miembro carecía de competencias para eliminar o corregir la medida fiscal adoptada por 
el ente territorial, ya que el Estado miembro es el único responsable ante la Comisión. 
 
                     
4 Véase Sentencia del TJCE de 6 de septiembre de 2006, República Portuguesa contra Comisión, Asunto 
C-88/03, apartado 81. 
En este contexto, el pronunciamiento del TJUE de 6 de septiembre de 2006, 
República portuguesa contra Comisión, Asunto C-88/03, conocido como caso Azores, 
supuso un punto de inflexión al eliminar el TJUE la apreciación automática de la nota 
de selectividad en las medidas fiscales adoptadas por entes territoriales de un Estado 
miembro. En este pronunciamiento, el TJUE, por primera vez, toma como marco de 
referencia para apreciar la existencia de selectividad, no la totalidad del territorio del 
Estado miembro, sino el territorio del ente territorial, siempre que dicho ente territorial 
goce de autonomía suficiente en los términos expresados por el Tribunal.  
 
Para considerar al ente territorial autónomo y tomar como referencia su ámbito 
territorial para apreciar la existencia de la nota de selectividad, el TJUE exige la 
existencia de autonomía institucional, de procedimiento o legislativa y económica, esto 
es, que el ente territorial cuente con un estatuto político y administrativo distinto del 
Gobierno central, que la medida fiscal se haya adoptado en el seno de un procedimiento 
en el que el Gobierno central no tenga poder de decisión o capacidad para intervenir y, 
por último, el ente territorial debe soportar las consecuencias económicas de la 
concesión de la medida fiscal, esto es, debe sufrir la reducción de sus ingresos fiscales, 
sin ningún tipo de compensación por parte del Gobierno central. 
 
Así pues, el TJUE reconoce por primera vez, de manera expresa, apartándose así 
de la postura automatista mantenida tradicionalmente y que sigue manteniendo la 
Comisión, que el régimen de ayudas de Estado no puede desconocer la estructura 
constitucional del Estado afectado y su concreta distribución territorial del poder 
tributario. Debe destacarse la relevancia de este pronunciamiento, que se erige como el 
primero que se pronuncia sobre el examen de selectividad de las medidas fiscales 
adoptadas por entes infraestatales, introduciendo como elemento novedoso las nociones 
de grado y tipo de autonomía de la que goza el ente infraestatal que ha adoptado la 
medida fiscal, de manera que a mayor grado de autonomía, menores probabilidades 
tendrá la medida de ser considerada contraria al artículo 107 TFUE5. 
                     
5 Para un análisis detallado del pronunciamiento del TJCE de 6 de septiembre de 2006 en el asunto C-
88/03, conocido como Caso Azores, véase PÉREZ BERNABEU, B., “Ayudas de Estado en la jurisprudencia 
Comunitaria. Concepto y Tratamiento” Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, España, 2008, págs. 130-138 y 
“El requisito de la selectividad en las ayudas de Estado de carácter fiscal y su incidencia en el 
  
 
3. ESTATUTO JURÍDICO Y RÉGIMEN FISCAL DE GIBRALTAR. 
 
Mucho podría decirse sobre el estatuto jurídico y el régimen fiscal de Gibraltar, 
no obstante, al objeto de evitar una extensión excesiva de este trabajo y adentrarnos en 
temas que exceden del objeto de nuestro estudio, nos referiremos en este breve apartado 
únicamente a aquellas cuestiones que tienen una directa incidencia en la consideración 
del régimen fiscal de Gibraltar a la luz del régimen comunitario de ayudas de Estado. 
 
De todos es sabido que España cedió Gibraltar a Gran Bretaña en 1713, dicha 
transmisión de derechos se realizó por medio del Tratado de paz y amistad entre España 
y Gran Bretaña de 13 de julio de 1713, conocido (con otros textos) como Tratado de 
Utrecht y que el Peñón ha sido objeto de disputa diplomática entre España y Gran 
Bretaña desde 1940, cuando el régimen del general Franco inició sus reclamaciones. 
 
Gibraltar no es un Estado miembro de la Unión Europea pues es una de las trece 
colonias o Territorios de Ultramar de la Corona británica desde 1713, pero no forma 
parte del Reino Unido. No obstante, el territorio de Gibraltar es un territorio europeo en 
el sentido del artículo 299 TCE, apartado 4, cuyas relaciones exteriores asume el Reino 
Unido, estableciendo que las disposiciones en materia de ayudas de Estado le resultan 
aplicables6. Sin embargo, el artículo 28 del Acta de Adhesión del Reino de Dinamarca, 
de Irlanda y del Reino Unido de Gran Bretaña y de Irlanda del Norte, anexa al Tratado 
de adhesión de dichos Estados, prevé que los actos de las instituciones comunitarias 
dirigidos, en particular, a la armonización de las legislaciones de los Estados miembros 
                                                            
ordenamiento español: dos ejemplos recientes”, Revista Información Fiscal (Lex Nova), nº 95, 2009, págs. 
45-74. 
6 En virtud de la declaración nº 55 aneja al Tratado de Lisboa, los Tratados se aplicarán a Gibraltar como 
territorio Europeo cuyas relaciones exteriores asume un Estado miembro. 
 
relativas a los impuestos sobre el volumen de negocios no son aplicables a Gibraltar, así 
pues, la fiscalidad de las empresas está comprendida dentro de la categoría de 
cuestiones internas específicas.  
 
En la actualidad los gibraltareños se rigen por la Orden Constitucional que la 
reina Isabel II de Inglaterra sancionó el 14 de diciembre de 2006, derogando la anterior 
Gibraltar Constitution Order, de 23 de mayo de 1969. La Orden Constitucional de 2006 
regula la distribución de poderes entre el ejecutivo (integrado por el Ministro principal o 
Chief Minister y el Consejo de Ministros o Council of Ministers), el legislativo (el 
Gibraltar Parliament está formado por el presidente o portavoz o Speaker y, por lo 
menos, 17 miembros que han de tener 18 años y ser ciudadanos británicos o proceder de 
algún territorio de Gran Bretaña en ultramar) y el poder judicial (la Judicature está 
compuesta por los juzgados, la corte de apelación y un Tribunal Supremo con 
jurisdicción ilimitada para conocer los procesos civiles o penales conforme a la ley). 
Asimismo, se regula la figura del Governor como representante en el peñón de la reina 
de Inglaterra. 
 
En la actualidad, el régimen fiscal de Gibraltar se caracteriza por la ausencia de 
impuestos sobre los beneficios del capital y de cualquier tipo de gravamen sobre el 
patrimonio o las propiedades inmobiliarias. Existe un gravamen que recae sobre las 
personas físicas y otro que recae sobre las sociedades (Corporation Tax o Impuesto 
sobre Sociedades). Estos gravámenes se regulan por la Income Tax Act Rules and 
Regulations, aprobada en 2010 y que entró en vigor el 1 de enero de 2011 
 
El Corporation Tax o Impuesto sobre Sociedades gibraltareño se aplica sólo a 
los ingresos generados o procedentes de la colonia y, además, lo hace a un tipo bastante 
bajo, pues el tipo de gravamen es del 10 por cien. El hecho que de únicamente se graven 
las rentas generadas o procedentes de Gibraltar, unido a la no obligatoriedad de 
aplicación del IVA en este territorio, crea un poderoso efecto llamada que favorece la 
deslocalización de las empresas originariamente ubicadas en otros territorios, como es el 
caso del territorio español, por ejemplo. Es decir, que favorece la radicación en 
Gibraltar de la sede social de un gran número de empresas, que, no obstante realizan sus 
operaciones en otros lugares, y ello al objeto de para captar los beneficios financieros 
derivados de esta situación fiscal. De hecho, llama la atención que Gibraltar tenga una 
población de poco más de 30.000 habitantes pero más de 81.000 sociedades 
domiciliadas en su territorio. 
 
 
4. LA COMPATIBILIDAD DEL RÉGIMEN FISCAL GIBRALTAREÑO 
CON EL RÉGIMEN DE AYUDAS DE LA UNIÓN EUROPEA. 
 
El núcleo central del análisis sobre la compatibilidad del régimen fiscal 
gibraltareño con el régimen de ayudas de Estado de la Unión Europea determinado por 
la existencia o no de la nota de selectividad en el sistema fiscal aplicable en Gibraltar 
desde un punto de vista regional y material. A nuestro entender, la cuestión más 
compleja viene determinada por la existencia de selectividad territorial en dicha medida.  
 
En el presente caso, la determinación de esta circunstancia reviste una particular 
singularidad, dado el peculiar estatuto de Gibraltar, pues, como acabamos de comentar, 
Gibraltar no es un Estado miembro de la Unión Europea, dada su condición de colonia o 
Territorio de Ultramar de la Corona británica sin formar parte del Reino Unido, aunque 
es un territorio europeo en el sentido del artículo 299 TCE, apartado 4, cuyas relaciones 
exteriores asume el Reino Unido, estableciendo que las disposiciones en materia de 
ayudas de Estado le resultan aplicables7. 
 
Así pues, podemos afirmar que el peculiar estatuto de Gibraltar como colonia de 
Reino Unido plantea mayores dificultades en el análisis del cumplimiento de los tres 
requisitos de autonomía exigidos por la jurisprudencia comunitaria en el caso Azores 
(autonomía política y administrativa, autonomía de procedimiento o legislativa y 
autonomía financiera).  
                     
7 En virtud de la declaración nº 55 aneja al Tratado de Lisboa, los Tratados se aplicarán a Gibraltar como 
territorio Europeo cuyas relaciones exteriores asume un Estado miembro. 
 De hecho, en primer lugar, debemos plantearnos si cabe aplicar el test de 
autonomía enunciado en el caso Azores a Gibraltar. El motivo de cuestionarnos la 
aplicabilidad del test de autonomía estriba en que el artículo 107 TFUE, prevé que son 
incompatibles con el mercado común, las ayudas concedidas por los Estados, ampliando 
la jurisprudencia comunitaria este ámbito subjetivo también -entre otros- a los entes 
territoriales del Estado miembro en cuestión. Sin embargo, Gibraltar, no es un ente 
territorial de un Estado miembro, como pudiera serlo una Comunidad Autónoma 
respecto de España o un Land respecto del Gobierno Federal alemán. 
 
La jurisprudencia comunitaria (tanto el Tribunal General de la Unión Europea –
en adelante, TGUE-, antiguo Tribunal de Primera Instancia o TPI8, como el TJUE9) 
equiparan Gibraltar a un ente territorial de un Estado miembro para, posteriormente, 
aplicarle el “test de autonomía” enunciado por el TJCE en el caso Azores, por lo que 
colegimos la aplicabilidad de dicho test de autonomía a la colonia. 
 
Si aplicamos el test de autonomía a Gibraltar, encontramos que el requisito que 
mayores dudas plantea es el relativo a la autonomía de procedimiento, es decir, si el 
régimen fiscal aplicable en Gibraltar fue aprobado siguiendo un procedimiento en el que 
el Gobierno central de Reino Unido no pudiera intervenir directamente sobre su 
contenido. A este respecto, la competencia residual del Reino Unido para legislar en 
Gibraltar10 y los diversos poderes concedidos al Gobernador11 son serios obstáculos 
                     
8 Sentencia del TPI de 18 de diciembre de 2008, Asuntos acumulados T-211/04 y T215/04, Government 
of Gibraltar (T-211/04) y Reino Unido de Gran Bretaña y de Irlanda del Norte (T-215/04) contra 
Comisión. 
9 Sentencia del TJUE de 15 de noviembre de 2001, Asuntos acumulados C-106/09P y C-107/09P, 
Comisión Europea (C-106/09 P) y Reino de España (C-107/09 P) contra Government of Gibraltar y Reino 
Unido de Gran Bretaña y de Irlanda del Norte. 
10 En virtud de los artículos 33 y 34 de la Constitución de 1969- vigente en el momento de producirse los 
hechos enjuiciados por el Tribunal-, el Reino Unido tiene una competencia residual para legislar en 
Gibraltar, pues estos artículos le confieren la facultad de intervenir directamente, por medio del 
Gobernador, en lo que atañe, en particular, a las materias vinculadas a la «estabilidad financiera y 
económica», las cuales comprenden, a su juicio, la fiscalidad. No obstante, es cierto que el Reino Unido 
sólo ha ejercido de forma excepcional y nunca en materia fiscal. No se aplica ni nunca se ha aplicado 
ninguna normativa fiscal del Reino Unido en Gibraltar. 
para apreciar la existencia de un grado suficiente de autonomía en los términos exigidos 
por el TJUE en la Sentencia Azores. 
 
Desde nuestro punto de vista no queda claramente probado que no exista la 
posibilidad de que el Gobierno Central de Reino Unido pueda ejercer una influencia 
directa sobre el contenido del régimen fiscal gibraltareño. Nos basamos para hacer esta 
reflexión en la dicción literal del apartado 67 de la Sentencia en el caso Azores que 
exige que la medida en cuestión “debe haber sido adoptada sin que el Gobierno central 
haya podido intervenir directamente en su contenido”, esto es, se exige que la medida 
fiscal controvertida haya sido adoptada siguiendo un procedimiento en el cual el 
gobierno central no tiene poder alguno para intervenir directamente. Entendemos que el 
hecho de que el gobierno central nunca haya ejercido dicho poder no puede equipararse 
a la situación exigida en el pronunciamiento Azores en el que se exige que el gobierno 
central carezca de posibilidad de intervenir, por este motivo mantenemos nuestras 
reservas sobre el cumplimiento de este requisito por parte de Gibraltar. 
 
En su Sentencia de 18 de diciembre de 2008, Asuntos T-211/04 y T-215/04, el 
TGUE (antiguo TPI) aplicó el test de autonomía a Gibraltar12 afirmando, tras analizar el 
                                                            
11 En virtud del artículo 33, apartado 1, de la Constitución de 1969- vigente en el momento de producirse 
los hechos enjuiciados por el Tribunal-, el ejercicio del poder legislativo implica, en principio, la votación 
de proyectos de ley con el asentimiento de la Reina o del Gobernador en nombre de la Reina. El artículo 
33, apartado 2, de la Constitución de 1969, prevé también la posibilidad de que el Gobernador se niegue a 
dar su asentimiento a dichos proyectos de ley o reserve la aprobación de determinados proyectos de ley a 
la discreción de la Reina. Además, el artículo 34, apartado 2, de la Constitución de 1969 prevé la 
posibilidad de que el Gobernador presente, con arreglo a ciertos requisitos, proyectos de ley a la House of 
Assembly y adopte, con arreglo a ciertos requisitos, dichos proyectos, dándoles su asentimiento, en 
materias correspondientes a la categoría de cuestiones internas específicas y ello en aras del 
mantenimiento de la estabilidad financiera y económica de Gibraltar.  
Se discute la capacidad de intervención «directa» del «Gobierno central» del Reino Unido con respecto al 
contenido de la reforma fiscal, habida cuenta de que en virtud de los artículos 33 y 34 de la Constitución 
de 1969, el Reino Unido tiene la facultad de intervenir directamente, por medio del Gobernador, en lo que 
atañe, en particular, a las materias vinculadas a la «estabilidad financiera y económica» y teniendo en 
cuenta que el Gobernador es nombrado por la Reina, de la cual es el representante. 
12 En ese asunto se enjuiciaba la compatibilidad con la normativa comunitaria de ayudas de Estado de una 
reforma fiscal que se pretendía llevar a cabo en Gibraltar y que, de conformidad con las normas 
procedimentales contenidas en el apartado 3 del artículo 108 TFUE, en aquel momento el apartado 3 el 
artículo 88 TCE, Reino Unido notificó formalmente a la Comisión mediante escrito de 12 de agosto de 
2002. La reforma fiscal, que no llegó a materializarse, comprendía un sistema de imposición aplicable a 
cumplimiento de los tres requisitos de autonomía enunciados por el TJUE en el caso 
Azores (autonomía política y administrativa, autonomía de procedimiento o legislativa y 
autonomía financiera) por Gibraltar, que este territorio satisface las exigencias de 
autonomía y, por tanto, el marco de referencia para apreciar la existencia de selectividad 
está constituido por el territorio de Gibraltar. 
 
No obstante esta Sentencia del TGUE (antiguo TPI) de 18 de diciembre de 2008 
fue recurrida ante el TJUE quien anuló este previo pronunciamiento con su sentencia de 
15 de noviembre de 2011, Asuntos acumulados C-106/09P y C-107/09P. En este 
pronunciamiento el TJUE, contradiciendo al TGUE (antiguo TPI), considera que el 
régimen fiscal en cuestión constituye un régimen de ayudas de Estado incompatibles 
con el mercado interior. Si bien el tribunal analiza en primer término la cuestión relativa 
a la selectividad de procedimiento o legislativa, apreciando que el TGUE (antiguo TPI) 
incurrió en un error de Derecho al considerar que el proyecto de reforma no confería 
ventajas selectivas, considera que no es necesario entrar a dilucidar la cuestión referida 
a la selectividad regional, por lo que el TJUE no se pronunció sobre la selectividad 
regional de la medida, sin determinar, por tanto, cuál el marco de referencia territorial a 
tener en cuenta para apreciar dicha nota de selectividad. 
 
Consideramos que el TJUE desaprovechó una magnífica ocasión para 
pronunciarse sobre la posibilidad de que Gibraltar posea su propio sistema tributario, 
sobre todo teniendo en cuenta que, hasta el momento presente, el TJUE nunca antes ha 
conocido del caso de un territorio de cuyas relaciones se ocupa un Estado miembro. 
Ante este silencio, sigue abierta la posibilidad, al menos por el momento, de que 
Gibraltar establezca un régimen fiscal diferenciado del británico. 
 
                                                            
todas las sociedades establecidas en Gibraltar y un impuesto adicional sobre los beneficios (top-up tax) 
aplicable únicamente a las sociedades de servicios financieros y a las empresas de servicios públicos, 
incluyendo estas últimas las empresas activas en los sectores de telecomunicaciones, la electricidad y el 
agua. Este nuevo sistema de imposición estaba integrado por un impuesto sobre el número de empleados 
(payroll tax), un impuesto por superficie ocupada (business property occupation tax) y una tasa de 
registro (registration fee). 
 
Por su parte, la Comisión tiene en su punto de mira al régimen fiscal 
gibraltareño, recurriendo en su lucha contra este a la normativa de ayudas de Estado y 
posicionándose en contra del reconocimiento de un grado suficiente de autonomía a 
Gibraltar.  
 
La normativa sobre ayudas de Estado es el único instrumento del que dispone en 
la actualidad la Comisión para luchar contra el régimen fiscal gibraltareño debido a que 
el artículo 28 del Acta de Adhesión del Reino de Dinamarca, de Irlanda y del Reino 
Unido de Gran Bretaña y de Irlanda del Norte, anexa al Tratado de adhesión de dichos 
Estados, prevé que los actos de las instituciones comunitarias dirigidos, en particular, a 
la armonización de las legislaciones de los Estados miembros relativas a los impuestos 
sobre el volumen de negocios no son aplicables a Gibraltar, así pues, la fiscalidad de las 
empresas está comprendida dentro de la categoría de cuestiones internas específicas. 
 
La Comisión justifica el recurso a la normativa de ayudas de Estado para luchar 
contra el régimen fiscal gibraltareño argumentado que las competencias de los Estados 
miembros en materia fiscal están configuradas por los límites impuestos por el Derecho 
de la Unión, en particular por el actual artículo actual 107.1 TFUE, y que el mero hecho 
de que una norma nacional pertenezca al Derecho tributario no puede sustraer dicha 
norma de la observancia del citado artículo, el cual define las medidas estatales no por 
razón de su causa u objetivos, sino por razón de sus efectos. 
 
Esta estrategia de lucha contra el régimen fiscal gibraltareño que lleva a cabo la 
Comisión es, desde nuestro punto de vista, un claro ejemplo de cómo el régimen de 
ayudas de Estado es utilizado por la Comisión persiguiendo un efecto armonizador 
indirecto o negativo. 
 
 
 
